
el artículo 10) y en los estatutos 
e instrumentos pertinentes de 
los organismos especializados 
y de las organizaciones 
internacionales que se interesan 
en el bienestar del niño.

En el contexto de la Doctrina de las 
Situaciones Irregulares o Doctrina Tutelar 
se estipulaban dos posibles situaciones 
para los menores de edad: 

       Una situación de regularidad 
o normalidad, en la cual esa 
intervención y formación estaba 
a cargo del núcleo familiar, 
específicamente de la madre; y 

  Una circunstancia de 
irregularidad o anormalidad, 
donde los “menores”, al quedar 
fuera del núcleo familiar, en 
condiciones de abandono, en 
la calle, en peligro, pobreza 
o delincuencia, debían 
necesariamente ser intervenidos 
por otras instituciones públicas 
que modifiquen y prevengan 
cualquier posible irregularidad 
en su comportamiento futuro.  
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Nos ratificamos en nuestro compromiso por la 
defensa de los derechos de la niñez y adolescencia.

INTRODUCCIÓN

El 20 de noviembre de 2017, en 
conmemoración de los 28 años de 
ratificación de la Convención de los 
Derechos del Niño (CDN) por parte 
del Estado ecuatoriano, la 
Asamblea Nacional, el Grupo 
Parlamentario por la Garantía de los 
Derechos de Niñas, Niños, 
Adolescentes y Jóvenes, el Consejo 
de Protección de Derechos del 
Distrito Metropolitano de Quito 
(Compina en transición), con el 
apoyo de World Vision, 
organizaron el Foro Internacional 
“28 Años de la Convención de los 
Derechos de la Niñez”.

En el Foro se socializaron algunas 
recomendaciones del Comité 
Internacional de Derechos del 
Niño al Estado ecuatoriano en 
materia de derechos de niñez y 
adolescencia. Contó con la 
participación de especialistas en 

derechos de Niñez y Adolescencia 
de Unicef, World Vision y del 
Consejo de Protección de 
Derechos de Quito. 

El evento fue transmitido en 7 
casas legislativas a nivel nacional 
(Cotopaxi, Chimborazo, Tungurahua, 
Bolívar, Napo, Imbabura y Los Ríos) y en 
Quito convocó a asambleístas, 
asesores de asambleístas, Consejos 
Cantonales de Protección de 
Derechos (CCPD) y Juntas Cantonales 
de Protección de Derechos de Niñez y 
Adolescencia (JCPNA) de Esmeraldas, 
Ibarra, Chimborazo, Cotopaxi, Bolívar, 
Napo, Cayambe, Organizaciones de 
la Sociedad Civil, servidores públicos de 
diferentes ministerios, como Salud, 
Educación, Justicia, Fiscalía, entre otros. 

A continuación un resumen de las 
presentaciones de los expositores 
en el orden de la agenda 
planteada durante el Foro.
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condiciones de abandono, en 
la calle, en peligro, pobreza 
o delincuencia, debían 
necesariamente ser intervenidos 
por otras instituciones públicas 
que modifiquen y prevengan 
cualquier posible irregularidad 
en su comportamiento futuro.  

La incorporación en la 
Constitución de 1998 de los 
principios y derechos de la 
Convención fue un paso 
importante porque, entre otros 
puntos, estableció el Sistema 
Nacional Descentralizado de 
Protección Integral a la Niñez y 
Adolescencia, que desarrolló el 
Código de la Niñez y 
Adolescencia de 2003.

A los 28 años de la aprobación de 
la Convención sobre los Derechos 
del Niño podemos reconocer 
avances importantes en la calidad 
de vida de las niñas, niños y 
adolescentes y en los mecanismos 
para su desarrollo integral.

Queremos aprovechar esta 
conmemoración para compartir 
las experiencias de procesos 
llevados a cabo en Brasil y Bolivia 
para asegurar el cumplimiento de 
las obligaciones asumidas con la 
ratificación de la Convención.

Nos interesa conocer cómo se 
organiza y funciona el Sistema en 
el contexto nacional a partir del 
proceso del Consejo Metropolitano 
de la Niñez y Adolescencia en el 
marco del Sistema Nacional 
Descentralizado de Protección 
Integral a la Niñez y Adolescencia, 
reconocido  en la Constitución de 
la República del Ecuador de 2008.

Esperamos que este espacio sea  de 
encuentro y diálogo fraterno en el 
que muchos de los aquí presentes 
puedan reconocerse como 
ciudadanos protagonistas en la 
trayectoria de transformación 
institucional y social para la garantía 
de los derechos de la niñez y 
adolescencia.

La Asamblea Nacional es La Casa 
de Todos porque las y los 

El 20 de noviembre de 1989, hace 
28 años, se aprobó por 
aclamación la Convención 
Internacional sobre los Derechos 
del Niño, en la sede de la 
Asamblea General de las 
Naciones Unidas, en la ciudad de 
Nueva York, Estados Unidos.

Día y mes significativos para los 
niños del mundo porque se 
cumplían 30 años de la 
Declaración Universal de los 
Derechos del Niño por la 
Asamblea General de las 
Naciones Unidas, instrumento que 
supuso un gran consenso 
internacional sobre los principios 
fundamentales de los derechos 
del niño.

La Convención sobre los Derechos 
del Niño como instrumento 
internacional de derechos 
humanos, cuenta con algunos 
datos de interés:

  Es el instrumento internacional 
específico de protección de 
derechos humanos más 
ratificado de la historia, por la 
participación de 20 países, que  
era el número requerido para 
su entrada en vigencia, 
aceptación y el consenso 
generados por esta Convención.

    El Ecuador fue el primer país 
en América y el tercero en el 
mundo que ratificó la 
Convención sobre los 
Derechos del Niño en 1990.

Es preciso recordar que no  ha sido 
fácil para Ecuador, como para 
otros países de América Latina, 
integrar en la normativa legal y la 
institucionalidad el nuevo 
paradigma de la Convención,   
como se puede constatar con la 
aprobación del Código de 
Menores de 7 de agosto de 1992.
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asambleístas estamos abiertos al 
diálogo; queremos escuchar y 
conocer lo que las niñas, niños y 
adolescentes de todo el país 
necesitan para su desarrollo 
integral y el disfrute pleno de los 
derechos reconocidos. 

Este día es de conmemoración y 
también de reflexión. Me refiero a 
esa reflexión madura, crítica y 
constructiva que nos permita entre 
todos identificar los obstáculos 
para superar las desigualdades 
que persisten en el goce de los 
derechos de las niñas, niños y 
adolescentes, sobre todo de 
quienes viven en la periferia de las 
ciudades o en el sector rural.

Quiero hacer presente en estos 
momentos la situación de miles de 
niños, niñas y adolescentes que 
son víctimas de violencia, y aspiro 
a que el estudio que hoy nos 
presentarán sobre las percepciones 
de la violencia nos ayude para 
cuestionar algunas actitudes y 
prácticas. 

En fin, los nudos críticos que nos 
dificultan avanzar de manera 
decisiva en el cumplimiento de las 
obligaciones internacionales 
asumidas por el Ecuador con la 
ratificación de la Convención, 
pero a la vez tengo la confianza 
en que este espacio nos permita 
reconocer nuestras fortalezas para 
asumir nuevos derroteros y renovar 
el compromiso por la niñez y 
adolescencia.
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La Convención de los Derechos 
del Niño es un instrumento que 
recoge las aspiraciones de un 
histórico andar a favor de la niñez 
y adolescencia , y por otro, un 
punto de inflexión en la forma en 
que los Estados y las sociedades 
supuestamente conciben, se 
relacionan y reaccionan frente a 
la niñez y adolescencia. 

El objetivo nodal que impulsó la 
entrada en vigencia de la CDN 
en 1990 fue transformar, abierta 
y decididamente, la doctrina 
de la situación irregular vigente 
y avanzar hacia una nueva, la 
Doctrina de la Protección Integral, 
fundada en el reconocimiento 
de los niños, niñas y adolescentes 
como sujetos de derechos: con 

necesidades propias, que son 
derechos propios, acorde a su 
etapa vital, y a su subjetividad, 
con una voz y participación 
plena en el presente

Previo a la CDN, instrumentos como 
la Declaración de los Derechos 
del Niño de Naciones Unidas  de 
1959 reconocían una relación 
adulto-céntrica, basada en 
la premisa de que la niñez y 
adolescencia, al ser una etapa 
previa a la adultez, requería 
de la intervención directa del 
Estado o de la familia para 
asegurar la formación de 
individuos rectos, obedientes, 
productivos, que sean útiles a la 
sociedad y que reproduzcan el 
orden social establecido.

LA CONVENCIÓN DE LOS
 DERECHOS DEL NIÑO

La Convención de los 
Derechos del Niño
Adriana Monesterolo  
Unicef

el artículo 10) y en los estatutos 
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y de las organizaciones 
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se estipulaban dos posibles situaciones 
para los menores de edad: 
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o normalidad, en la cual esa 
intervención y formación estaba 
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específicamente de la madre; y 

  Una circunstancia de 
irregularidad o anormalidad, 
donde los “menores”, al quedar 
fuera del núcleo familiar, en 
condiciones de abandono, en 
la calle, en peligro, pobreza 
o delincuencia, debían 
necesariamente ser intervenidos 
por otras instituciones públicas 
que modifiquen y prevengan 
cualquier posible irregularidad 
en su comportamiento futuro.  
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Esta concepción priorizaba 
la intervención y corrección 
estatal y social a los niños, niñas y 
adolescentes.

PREÁMBULO.- Recordando que 
en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos las 
Naciones Unidas proclamaron 
que la infancia tiene derecho a 
cuidados y asistencia especiales 
Teniendo presente que la 
necesidad de proporcionar al 
niño una protección especial 
ha sido enunciada en la 
Declaración de Ginebra de 
1924 sobre los Derechos del 
Niño y en la Declaración de los 
Derechos del Niño adoptada 
por la Asamblea General el 
20 de noviembre de 1959, y 
reconocida en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, 
en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (en 
particular, en los artículos 23 y 
24), en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (en particular, en 
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Garantiza el cumplimiento 
pleno de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales 
y culturales que todos los niños, 
niñas y adolescentes tienen, así 
como otros derechos propios y 
específicos derivados de su 
condición, como lo es el 
derecho a jugar.  

La CDN recoge y desarrolla la 
denominada Doctrina de la 
Protección Integral que aporta 
una nueva comprensión social al 
respecto de quien es una persona 
menor de 18 años, desde el 
reconocimiento del modo peculiar 
de ser niño, niña y adolecente con 
necesidades propias.

LA DOCTRINA 
DE LA PROTECCIÓN

INTEGRAL

7 

El nuevo paradigma de la PROTECCIÓN INTEGRAL busca superar ese 
modelo interventor y reformador de la Doctrina de las Situaciones 

Irregulares, para dar pasó a la Doctrina de la Protección Integral. Esta tiene 
como eje y centro a las niñas, niños y adolescentes, sujetos de derechos. 
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La importancia de la CDN no sólo 
reside en que los Estados la hayan 
firmado o ratificado, sino en que 
los Estados concreten los postula-
dos, es decir: 

 Desarrollar legislaciones 
nacionales específicas que 
pongan en práctica las 
concepciones, postulados, 
así como los 54 artículos 
que la componen; 

b)  Crear instrumentos legales 
específicos que deriven en 
sistemas de protección 
integral para la niñez y 
adolescencia, los cuales 
lleven a la praxis la concep-
ción de la Protección 
Integral,

c) Garantizar de manera 
irrestricta los derechos de la 
niñez y adolescencia 
contemplados en ella. 

 a 

 b 

 c 

Por ello, en el ámbito nacional, 
la Constitución de 1998 estable-
ció como mecanismo para 
garantizar el ejercicio pleno de 
los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes, el Sistema 
Nacional Descentralizado de 
Protección Integral a la Niñez y 
Adolescencia, organizado en 
el Código de la Niñez y Adoles-
cencia, que asegura la especi-
ficidad y la especialidad.  

Actualmente, la Constitución 
de 2008 reconoce el Sistema en 
el artículo 341 en el marco del 
Sistema Nacional de inclusión y 
equidad. 

A nivel internacional, se crea un 
órgano específico con el man-
dato de favorecer la imple-
mentación de la CDN: el 
Comité de los Derechos del 
Niño. 

El Comité de los Derechos del 
Niño es el órgano creado por la 
CDN responsable de asegurar el 
cumplimiento de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. 

El Comité asegura el cumplimien-
to de la Convención de varias 
maneras, como la asistencia a los 
Estados Parte en la Implementación 
de la Convención, la cooperación 
con otros organismos de las 
Naciones Unidas (NNUU) y otras 
organizaciones no gubernamen-
tales, la difusión de los derechos de 
los niños y la generación de 
doctrina. 

Con relación a los informes 
Quinto y Sexto del Estado 
ecuatoriano, el Comité de los 
Derechos del Niño ha emitido el 
30 de septiembre de 2017 las 
Observaciones Finales. Este 
documento desarrolla algunas 
áreas de preocupación y 
propone 40 recomendaciones 
para ser consideradas por todas 
las funciones del Estado. 

El Comité expresa su 
preocupación respecto al nuevo 
enfoque intergeneracional 
adoptado. También que el 
Sistema de Protección de 

Derechos no sea operativo, 
que órganos responsables de la 
implementación, tales como el 
Consejo Nacional de Niños, 
Niñas y Adolescentes, los 
Consejos Cantonales de niños y 
adolescentes y los Consejos 
para la Protección de los 
Derechos se han transformado 
en intergeneracionales y no 
retienen su mandato especial 
en relación con la protección 
de los derechos del niño. 

Además, las lagunas existentes 
en la cobertura y la falta de 
experiencia en la prestación de 
servicios de protección especial 
a nivel local, la falta de servicios 
especializados de justicia para 
niños, la ausencia de una 
entidad nacional responsable 
de coordinar la implementación 
de políticas y programas 
públicos relacionados con la 
promoción y protección de los 
derechos del niño durante la 
primera infancia. 

(Artículo 6)

(Artículo 12)

(Artículo 3)
(Artículo 2)No discriminación                     

Interés superior del niño                         
Derecho a la vida, a la supervivencia
y al desarrollo                            
Derecho a opinar y participar libremente                   

PRINCIPIOS
GENERALES DE
LA CONVENCIÓN
SOBRE LOS
DERECHOS DEL NIÑO
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irrestricta los derechos de la 
niñez y adolescencia 
contemplados en ella. 

Por ello, en el ámbito nacional, 
la Constitución de 1998 estable-
ció como mecanismo para 
garantizar el ejercicio pleno de 
los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes, el Sistema 
Nacional Descentralizado de 
Protección Integral a la Niñez y 
Adolescencia, organizado en 
el Código de la Niñez y Adoles-
cencia, que asegura la especi-
ficidad y la especialidad.  

Actualmente, la Constitución 
de 2008 reconoce el Sistema en 
el artículo 341 en el marco del 
Sistema Nacional de inclusión y 
equidad. 

A nivel internacional, se crea un 
órgano específico con el man-
dato de favorecer la imple-
mentación de la CDN: el 
Comité de los Derechos del 
Niño. 

El Comité de los Derechos del 
Niño es el órgano creado por la 
CDN responsable de asegurar el 
cumplimiento de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. 

El Comité asegura el cumplimien-
to de la Convención de varias 
maneras, como la asistencia a los 
Estados Parte en la Implementación 
de la Convención, la cooperación 
con otros organismos de las 
Naciones Unidas (NNUU) y otras 
organizaciones no gubernamen-
tales, la difusión de los derechos de 
los niños y la generación de 
doctrina. 

Con relación a los informes 
Quinto y Sexto del Estado 
ecuatoriano, el Comité de los 
Derechos del Niño ha emitido el 
30 de septiembre de 2017 las 
Observaciones Finales. Este 
documento desarrolla algunas 
áreas de preocupación y 
propone 40 recomendaciones 
para ser consideradas por todas 
las funciones del Estado. 

El Comité expresa su 
preocupación respecto al nuevo 
enfoque intergeneracional 
adoptado. También que el 
Sistema de Protección de 

Derechos no sea operativo, 
que órganos responsables de la 
implementación, tales como el 
Consejo Nacional de Niños, 
Niñas y Adolescentes, los 
Consejos Cantonales de niños y 
adolescentes y los Consejos 
para la Protección de los 
Derechos se han transformado 
en intergeneracionales y no 
retienen su mandato especial 
en relación con la protección 
de los derechos del niño. 

Además, las lagunas existentes 
en la cobertura y la falta de 
experiencia en la prestación de 
servicios de protección especial 
a nivel local, la falta de servicios 
especializados de justicia para 
niños, la ausencia de una 
entidad nacional responsable 
de coordinar la implementación 
de políticas y programas 
públicos relacionados con la 
promoción y protección de los 
derechos del niño durante la 
primera infancia. 

Comité de los Derechos del Niño 

Observaciones Finales
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UNICEF
EXPERIENCIA DEL 
SISTEMA DE PROTECCIÓN
INTEGRAL DE NIÑEZ
EN BRASIL. 

Ludimilla Palazzo 
Especialista en Protección  y Desarrollo Adolescentes
Unicef 

Brasil fue uno de los primeros países 
de la región que adoptó las 
recomendaciones de la Conven-
ción para desarrollar su Sistema de 
Protección en 1990. Este Sistema 
ha sido un modelo a nivel regional 
y, pese a su antigüedad, es un reto 
su implementación. 

Algunas definiciones

 
“Según el Instituto Interamericano 
del Niño, un Sistema de Protección 
Integral es básicamente un diseño 
organizacional y operativo 
concebido para la 
implementación de las políticas 
públicas de infancia y 
adolescencia y que tiene como 
paradigma la CDN.  Este sistema 

trata de estructurar y 
sistematizar el relacionamiento 
entre todos los actores a los 
efectos de dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la 
Convención (INN, 2002)”.

“Unicef ha definido en su 
estrategia de protección de la 
infancia que los sistemas de 
protección comprendan un 
conjunto de leyes, políticas y 
servicios necesarios en todos los 
ámbitos sociales, especialmente 
en el de bienestar social, la 
educación, la salud y la justicia 
para apoyar la prevención de 
los riesgos relacionados con la 
protección y su respuesta. 
(Unicef, 2008 pág. 12.)”. 

Pilares del Sistema y la Red de Protección:

La Promoción de los Derechos: 
Las políticas públicas promueven 
todos los derechos del niño, 
incluida la prevención. Es el eje 
fundamental del sistema de 
protección. 

La Garantía de los Derechos: 
Los Servicios es donde los 
derechos se efectivizan y se 
cumplen. Servicios de Justicia, 
Salud, Educación, Protección y 
Protección Especial.

La Defensa: Exigibilidad y acceso 
a la justicia. Mecanismos para 
exigir nuestros derechos. 

Veeduría, observancia y control 
social: El ciudadano y los sujetos 
de derechos ven cómo se 
cumplen sus derechos. 

¿Cómo funciona el Sistema?

De un lado del sistema están los 
derechos vulnerados en el 
ámbito de la protección: 
violencia, abuso, explotación. En 
el centro, el Sistema de Garantía. 
Abajo, el enlace con el sistema 
de protección social que no se 
restringe a bonos, sino también a 
políticas de apoyo a la familia.

Para que un sistema de protección 
responda a situaciones de violencia 
necesita una propuesta de apoyo a 
las familias que garantice la 
restitución inmediata de los derechos. 

Actores, roles y funciones

En Brasil los actores que conforman 
el Sistema Integral de Protección 
están en todos los niveles. En 
Ecuador, a nivel nacional, 
provincial y cantonal. 

Existe un ente rector de la 
protección. Sin embargo, en 
Ecuador actualmente no hay esa 
figura a nivel ejecutivo. 

Consejos de derechos de la niñez y 
adolescencia. Son similares a los 
Consejos de Protección de 
Derechos.

Consejos de Protección de 
Derechos de Niñez, que en Ecuador 
sería las Juntas de Protección de 
Derechos. Este organismo es el 
puente entre la comunidad y la 
justicia. Es el que llega primero a la 
vulneración de derechos. 

La Justicia Especializada: Juzgado, 
Fiscalía y Policía especializados en niñez. 
Este es otro nudo crítico en Ecuador 
porque se ve separado del Sistema de 
Protección y debería ser parte. 

dónde está su junta cantonal de 
protección más cercana en 
casos de vulneración de 
derechos de niñez y 
adolescencia

 • La pariedad entre sociedad civil 
y Estado son las que garantizan la 
observancia 

 • El nivel local no funciona si no 
tiene apoyo de lo nacional. 

• Existe un fondo nacional 
asignado para que funcione el 
Sistema de Protección

• Red de Defensores de Derechos
• Foro de Jueces
• Red de servicios especializados

Límites del Sistema de Protección

• Articulación y conflicto de roles 
del sistema de protección 

• Niveles del Estado, el nacional 
del provincial

• Falta de mecanismos de 
articulación de varios subsistemas 
como el de salud y educación

• La participación de los sujetos de 
derechos

• Necesita de universalización de 
las políticas pública. Continúa 
existiendo una gran demanda.

Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos y 
Justicia Social. Asume las garantías 
constitucionales para la protección de 
los Derechos: normativas, políticas 
públicas, servicios, participación 
ciudadana y jurisdiccionales. 

El proceso de transición del  
Consejo Metropolitano de 
Protección de Derechos de la 
Niñez y Adolescencia de Quito 
(Compina) a Consejo de 
Protección de Derechos de Todos 
los Grupos de Atención Prioritaria y 
en Situación de Vulnerabilidad, se 

inició en 2014 a raíz de la 
expedición de la Ley de 
Consejos Nacionales para la 
Igualdad y en apego a lo que 
señala el Código Orgánico de 
Ordenamiento Territorial, 
respetando los derechos de 
niñez y adolescencia. 

En el proceso participaron 
actores de la sociedad civil en 
Quito a través de talleres con 
niños, niñas, adolescentes, 
asambleas con mujeres, población 
GLBTI, personas con discapacidad, 
en movi l idad humana, 

afroecuatorianos, indígenas, etc., 
siempre garantizando la 
especificidad de la niñez y 
adolescencia. Durante nueve 
meses se socializó a la población la 
propuesta de ordenanza para la 
creación del Sistema y subsistemas 
locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.



11

trata de estructurar y 
sistematizar el relacionamiento 
entre todos los actores a los 
efectos de dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la 
Convención (INN, 2002)”.

“Unicef ha definido en su 
estrategia de protección de la 
infancia que los sistemas de 
protección comprendan un 
conjunto de leyes, políticas y 
servicios necesarios en todos los 
ámbitos sociales, especialmente 
en el de bienestar social, la 
educación, la salud y la justicia 
para apoyar la prevención de 
los riesgos relacionados con la 
protección y su respuesta. 
(Unicef, 2008 pág. 12.)”. 

Elementos del Sistema de Protección de 
Niñez en Brasil

 
La reflexión para crear el Sistema 
de Protección en Brasil fue: ¿la 
protección de los derechos de los 
niños y la protección de niños, 
niñas y adolescentes es lo mismo? 

No es lo mismo. La protección de 
los derechos es mucho más 
amplia.

Sistema de Protección = Sistema de 
Garantía de los Derechos

Hablamos de protección especial 
cuando el niño ya tiene su derecho 
amenazado o vulnerado.  

La protección integral es el ámbito 
que trabajamos para prevenir que 
un niño llegue a necesitar de 
protección especial. 

Otra reflexión importante: ¿existen 
sistemas de protección que no 
sean basados en derechos? Sí 
existen y son algunos sistemas sociales 
que tienen una finalidad asistencialista 
de proveer políticas compensatorias 
inmediatas. No necesariamente 
tienen como base los derechos.
 
Con la Convención y las leyes 
nacionales se inicia una nueva era 
de implementación de sistemas de 
protección de la niñez y 
adolescencia, constituidos bajo la 
noción de derechos. 

Pilares del Sistema y la Red de Protección:

La Promoción de los Derechos: 
Las políticas públicas promueven 
todos los derechos del niño, 
incluida la prevención. Es el eje 
fundamental del sistema de 
protección. 

La Garantía de los Derechos: 
Los Servicios es donde los 
derechos se efectivizan y se 
cumplen. Servicios de Justicia, 
Salud, Educación, Protección y 
Protección Especial.

La Defensa: Exigibilidad y acceso 
a la justicia. Mecanismos para 
exigir nuestros derechos. 

Veeduría, observancia y control 
social: El ciudadano y los sujetos 
de derechos ven cómo se 
cumplen sus derechos. 

¿Cómo funciona el Sistema?

De un lado del sistema están los 
derechos vulnerados en el 
ámbito de la protección: 
violencia, abuso, explotación. En 
el centro, el Sistema de Garantía. 
Abajo, el enlace con el sistema 
de protección social que no se 
restringe a bonos, sino también a 
políticas de apoyo a la familia.

Para que un sistema de protección 
responda a situaciones de violencia 
necesita una propuesta de apoyo a 
las familias que garantice la 
restitución inmediata de los derechos. 

Actores, roles y funciones

En Brasil los actores que conforman 
el Sistema Integral de Protección 
están en todos los niveles. En 
Ecuador, a nivel nacional, 
provincial y cantonal. 

Existe un ente rector de la 
protección. Sin embargo, en 
Ecuador actualmente no hay esa 
figura a nivel ejecutivo. 

Consejos de derechos de la niñez y 
adolescencia. Son similares a los 
Consejos de Protección de 
Derechos.

Consejos de Protección de 
Derechos de Niñez, que en Ecuador 
sería las Juntas de Protección de 
Derechos. Este organismo es el 
puente entre la comunidad y la 
justicia. Es el que llega primero a la 
vulneración de derechos. 

La Justicia Especializada: Juzgado, 
Fiscalía y Policía especializados en niñez. 
Este es otro nudo crítico en Ecuador 
porque se ve separado del Sistema de 
Protección y debería ser parte. 

dónde está su junta cantonal de 
protección más cercana en 
casos de vulneración de 
derechos de niñez y 
adolescencia

 • La pariedad entre sociedad civil 
y Estado son las que garantizan la 
observancia 

 • El nivel local no funciona si no 
tiene apoyo de lo nacional. 

• Existe un fondo nacional 
asignado para que funcione el 
Sistema de Protección

• Red de Defensores de Derechos
• Foro de Jueces
• Red de servicios especializados

Límites del Sistema de Protección

• Articulación y conflicto de roles 
del sistema de protección 

• Niveles del Estado, el nacional 
del provincial

• Falta de mecanismos de 
articulación de varios subsistemas 
como el de salud y educación

• La participación de los sujetos de 
derechos

• Necesita de universalización de 
las políticas pública. Continúa 
existiendo una gran demanda.

Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos y 
Justicia Social. Asume las garantías 
constitucionales para la protección de 
los Derechos: normativas, políticas 
públicas, servicios, participación 
ciudadana y jurisdiccionales. 

El proceso de transición del  
Consejo Metropolitano de 
Protección de Derechos de la 
Niñez y Adolescencia de Quito 
(Compina) a Consejo de 
Protección de Derechos de Todos 
los Grupos de Atención Prioritaria y 
en Situación de Vulnerabilidad, se 

inició en 2014 a raíz de la 
expedición de la Ley de 
Consejos Nacionales para la 
Igualdad y en apego a lo que 
señala el Código Orgánico de 
Ordenamiento Territorial, 
respetando los derechos de 
niñez y adolescencia. 

En el proceso participaron 
actores de la sociedad civil en 
Quito a través de talleres con 
niños, niñas, adolescentes, 
asambleas con mujeres, población 
GLBTI, personas con discapacidad, 
en movi l idad humana, 

afroecuatorianos, indígenas, etc., 
siempre garantizando la 
especificidad de la niñez y 
adolescencia. Durante nueve 
meses se socializó a la población la 
propuesta de ordenanza para la 
creación del Sistema y subsistemas 
locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.

El nuevo paradigma de la PROTECCIÓN INTEGRAL busca superar ese 
modelo interventor y reformador de la Doctrina de las Situaciones 

Irregulares, para dar pasó a la Doctrina de la Protección Integral. Esta tiene 
como eje y centro a las niñas, niños y adolescentes, sujetos de derechos. 



trata de estructurar y 
sistematizar el relacionamiento 
entre todos los actores a los 
efectos de dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la 
Convención (INN, 2002)”.

“Unicef ha definido en su 
estrategia de protección de la 
infancia que los sistemas de 
protección comprendan un 
conjunto de leyes, políticas y 
servicios necesarios en todos los 
ámbitos sociales, especialmente 
en el de bienestar social, la 
educación, la salud y la justicia 
para apoyar la prevención de 
los riesgos relacionados con la 
protección y su respuesta. 
(Unicef, 2008 pág. 12.)”. 

Pilares del Sistema y la Red de Protección:

La Promoción de los Derechos: 
Las políticas públicas promueven 
todos los derechos del niño, 
incluida la prevención. Es el eje 
fundamental del sistema de 
protección. 

La Garantía de los Derechos: 
Los Servicios es donde los 
derechos se efectivizan y se 
cumplen. Servicios de Justicia, 
Salud, Educación, Protección y 
Protección Especial.

La Defensa: Exigibilidad y acceso 
a la justicia. Mecanismos para 
exigir nuestros derechos. 

Veeduría, observancia y control 
social: El ciudadano y los sujetos 
de derechos ven cómo se 
cumplen sus derechos. 

¿Cómo funciona el Sistema?

De un lado del sistema están los 
derechos vulnerados en el 
ámbito de la protección: 
violencia, abuso, explotación. En 
el centro, el Sistema de Garantía. 
Abajo, el enlace con el sistema 
de protección social que no se 
restringe a bonos, sino también a 
políticas de apoyo a la familia.

Para que un sistema de protección 
responda a situaciones de violencia 
necesita una propuesta de apoyo a 
las familias que garantice la 
restitución inmediata de los derechos. 

Esto solo se logra con la articulación 
de todos los actores y con una mirada 
de apoyo a las familias que no juzgue 
o condene.
 
Si no logramos tener políticas de 
apoyo a las familias que den 
respuesta a los temas de violencia, 
tendremos muchos niños viviendo 
en instituciones.

Tres preocupaciones en tema de derechos de 
niñez en Ecuador:

La violencia contra niños, niñas y 
adolescentes. 

El derecho de los niños a la 
Convivencia Familiar y 
Comunitaria. Si este derecho está 
amenazado por un tema de 
violencia, abuso, es necesario 
tener un sistema que dé una 
respuesta inmediata de apoyo a 
esa familia. 

Que el sistema de protección dé 
una respuesta a las situaciones de 
vulneración de derechos.

Actores, roles y funciones

En Brasil los actores que conforman 
el Sistema Integral de Protección 
están en todos los niveles. En 
Ecuador, a nivel nacional, 
provincial y cantonal. 

Existe un ente rector de la 
protección. Sin embargo, en 
Ecuador actualmente no hay esa 
figura a nivel ejecutivo. 

Consejos de derechos de la niñez y 
adolescencia. Son similares a los 
Consejos de Protección de 
Derechos.

Consejos de Protección de 
Derechos de Niñez, que en Ecuador 
sería las Juntas de Protección de 
Derechos. Este organismo es el 
puente entre la comunidad y la 
justicia. Es el que llega primero a la 
vulneración de derechos. 

La Justicia Especializada: Juzgado, 
Fiscalía y Policía especializados en niñez. 
Este es otro nudo crítico en Ecuador 
porque se ve separado del Sistema de 
Protección y debería ser parte. 

DERECHOS
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• Existe un fondo nacional 
asignado para que funcione el 
Sistema de Protección

• Red de Defensores de Derechos
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Justicia Social. Asume las garantías 
constitucionales para la protección de 
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Consejo Metropolitano de 
Protección de Derechos de la 
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(Compina) a Consejo de 
Protección de Derechos de Todos 
los Grupos de Atención Prioritaria y 
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expedición de la Ley de 
Consejos Nacionales para la 
Igualdad y en apego a lo que 
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Ordenamiento Territorial, 
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En el proceso participaron 
actores de la sociedad civil en 
Quito a través de talleres con 
niños, niñas, adolescentes, 
asambleas con mujeres, población 
GLBTI, personas con discapacidad, 
en movi l idad humana, 

afroecuatorianos, indígenas, etc., 
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propuesta de ordenanza para la 
creación del Sistema y subsistemas 
locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.
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trata de estructurar y 
sistematizar el relacionamiento 
entre todos los actores a los 
efectos de dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la 
Convención (INN, 2002)”.

“Unicef ha definido en su 
estrategia de protección de la 
infancia que los sistemas de 
protección comprendan un 
conjunto de leyes, políticas y 
servicios necesarios en todos los 
ámbitos sociales, especialmente 
en el de bienestar social, la 
educación, la salud y la justicia 
para apoyar la prevención de 
los riesgos relacionados con la 
protección y su respuesta. 
(Unicef, 2008 pág. 12.)”. 

Pilares del Sistema y la Red de Protección:

La Promoción de los Derechos: 
Las políticas públicas promueven 
todos los derechos del niño, 
incluida la prevención. Es el eje 
fundamental del sistema de 
protección. 

La Garantía de los Derechos: 
Los Servicios es donde los 
derechos se efectivizan y se 
cumplen. Servicios de Justicia, 
Salud, Educación, Protección y 
Protección Especial.

La Defensa: Exigibilidad y acceso 
a la justicia. Mecanismos para 
exigir nuestros derechos. 

Veeduría, observancia y control 
social: El ciudadano y los sujetos 
de derechos ven cómo se 
cumplen sus derechos. 

¿Cómo funciona el Sistema?

De un lado del sistema están los 
derechos vulnerados en el 
ámbito de la protección: 
violencia, abuso, explotación. En 
el centro, el Sistema de Garantía. 
Abajo, el enlace con el sistema 
de protección social que no se 
restringe a bonos, sino también a 
políticas de apoyo a la familia.

Para que un sistema de protección 
responda a situaciones de violencia 
necesita una propuesta de apoyo a 
las familias que garantice la 
restitución inmediata de los derechos. 

Actores, roles y funciones

En Brasil los actores que conforman 
el Sistema Integral de Protección 
están en todos los niveles. En 
Ecuador, a nivel nacional, 
provincial y cantonal. 

Existe un ente rector de la 
protección. Sin embargo, en 
Ecuador actualmente no hay esa 
figura a nivel ejecutivo. 

Consejos de derechos de la niñez y 
adolescencia. Son similares a los 
Consejos de Protección de 
Derechos.

Consejos de Protección de 
Derechos de Niñez, que en Ecuador 
sería las Juntas de Protección de 
Derechos. Este organismo es el 
puente entre la comunidad y la 
justicia. Es el que llega primero a la 
vulneración de derechos. 

La Justicia Especializada: Juzgado, 
Fiscalía y Policía especializados en niñez. 
Este es otro nudo crítico en Ecuador 
porque se ve separado del Sistema de 
Protección y debería ser parte. 

Servicios Especializados. Están 
vinculados al sistema de 
protección social. 

Los organismos funcionan de 
manera coordinada y circular. En 
el centro de las acciones están las 
familias, comunidades, niños, niñas 
y adolescentes. 

En Brasil para que el sistema funcione 

necesita de: 

• Rectoría y Coordinación
• Integralidad
• Autonomía Financiera y Política 
• Transparencia, con información 

actualizada 
• Formación continua a los 

operadores del sistema. Escuelas de 
consejo vinculadas a las 
universidades

• Participación de los Sujetos de 
Derecho

Acciones que favorecen la

existencia del Sistema

• El principal logro en Brasil del 
Sistema de Protección es que no 
hay una familia que no sepa 

dónde está su junta cantonal de 
protección más cercana en 
casos de vulneración de 
derechos de niñez y 
adolescencia

 • La pariedad entre sociedad civil 
y Estado son las que garantizan la 
observancia 

 • El nivel local no funciona si no 
tiene apoyo de lo nacional. 

• Existe un fondo nacional 
asignado para que funcione el 
Sistema de Protección

• Red de Defensores de Derechos
• Foro de Jueces
• Red de servicios especializados

Límites del Sistema de Protección

• Articulación y conflicto de roles 
del sistema de protección 

• Niveles del Estado, el nacional 
del provincial

• Falta de mecanismos de 
articulación de varios subsistemas 
como el de salud y educación

• La participación de los sujetos de 
derechos

• Necesita de universalización de 
las políticas pública. Continúa 
existiendo una gran demanda.

Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos y 
Justicia Social. Asume las garantías 
constitucionales para la protección de 
los Derechos: normativas, políticas 
públicas, servicios, participación 
ciudadana y jurisdiccionales. 

El proceso de transición del  
Consejo Metropolitano de 
Protección de Derechos de la 
Niñez y Adolescencia de Quito 
(Compina) a Consejo de 
Protección de Derechos de Todos 
los Grupos de Atención Prioritaria y 
en Situación de Vulnerabilidad, se 

inició en 2014 a raíz de la 
expedición de la Ley de 
Consejos Nacionales para la 
Igualdad y en apego a lo que 
señala el Código Orgánico de 
Ordenamiento Territorial, 
respetando los derechos de 
niñez y adolescencia. 

En el proceso participaron 
actores de la sociedad civil en 
Quito a través de talleres con 
niños, niñas, adolescentes, 
asambleas con mujeres, población 
GLBTI, personas con discapacidad, 
en movi l idad humana, 

afroecuatorianos, indígenas, etc., 
siempre garantizando la 
especificidad de la niñez y 
adolescencia. Durante nueve 
meses se socializó a la población la 
propuesta de ordenanza para la 
creación del Sistema y subsistemas 
locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.
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atención prioritaria. 
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Verónica Moya -Secretaria Ejecutiva 
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ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
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PERCEPCIONES DE VIOLENCIA
CONTRA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA
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Igualdad y en apego a lo que 
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Ordenamiento Territorial, 
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actores de la sociedad civil en 
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locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.

En base a la evidencia que existe 
a través de una investigación 
realizada por IPSOS (2017) sobre 
la percepción de la violencia en 
contra de los niños y el Sistema de 
Protección de Niñez, se puede 
señalar que LA VIOLENCIA ES LA 
AMENAZA MÁS SIGNIFICATIVA 
para el bienestar de los niños y el 
futuro de la juventud.

Es necesario responder a las 
causas raíces, a la inequidad, a la 
exclusión social y a la injusticia, 
apoyando a las familias y 
cuidadores para crear un espacio 
saludable y libre de violencia, 
erradicando los prejuicios y 
estereotipos que estigmatizan y 
perpetúan este mal social.

La nueva campaña de World 
Vision, “Necesitamos a todo el 
mundo para eliminar la violencia 
contra la niñez”, pretende 
cumplir esta meta. 

Estamos conscientes que un 
cambio hacia una cultura de 
paz que proteja a los niños, 
niñas y adolescentes comienza 
por el entendimiento de 
nuestros valores, nuestras 
creencias y nuestra conducta.

No descansaremos hasta ver 
que cada adulto e institución 
tome la responsabilidad de la 
protección y el cuidado de los 
niños y niñas.

Belén Carrillo   /  RESULTADOS ESTUDIO WORLD VISION 
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ción de la República del Ecudor, 
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apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.

La importancia de la crianza y el 
cuidado en nuestros hijos en sus 
1000 primeros días.

Cuando el infante experimenta 
violencia en sus primeros días de 
vida es una persona proclive a 
normalizar la violencia. Tolera la 
violación de derechos y es 
copartícipe. 

El nuevo paradigma en la 
infancia y su rol en desarrollar 
comunidades prósperas y 
sostenibles. La neurociencia 
desarrolla una serie de 
metodologías donde podemos 
estudiar el cerebro de los niños 
recién nacidos. Antiguamente se 
concebía que los recién nacidos 
tenían una tabla vacía que 
aprenden de los adultos  o que 
son una esponja que absorbía 
todo lo que iba viendo. Hoy se 
sabe que el niño nace con todos 
los principios de la ciencia y de la 
biología. Un recién nacido puede  
realizar cálculos matemáticos 
para ir adaptándose al mundo. 

La función del recién nacido es 
adaptarse al medio. Todas y 
todos habíamos nacido con 
todos los fonemas para aprender 
hablar cualquier idioma del 
mundo. Somos ciudadanos 
planetarios hasta el mes octavo. 

Desde ese mes hasta el mes 12 
sufrimos la poda de las 
neuronas de todos los fonemas, 
por ejemplo, de la lenguas que 
no utilizan sus padres. A los 12 
meses nos adaptamos al 
contexto y a la realidad 
cultural de nuestros padres. Los 
recién nacidos tienen 
capacidad de hacer 
investigaciones a través de la 
conexión con los adultos. 

Los infantes hacen una 
conexión con el cerebro de sus 
padres: casi un escaneado de 
su pensamiento para entender 
y comprender a qué mundo 
han llegado. De esta forma se 
construyen a sí mismos. 

El cerebro  de los niños y niñas 
es como una semilla que 
guarda toda la información de 
las características de lo que va 
a nacer. El cerebro regula 
cómo va a desarrollarse a 
través de la vida gracias a las 
operaciones que hace, lo que 
es diferente a las plantas. 

La planta decide a la planta 
que va hacer en base a los 
genes. En el ser humano es 
diferente porque el cerebro es 
un órgano único que se constru-
ye a sí mismo diferente a lo que 
está codificado genéticamente. 

1000 primeros días de vida 
establece una arquitectura 
cerebral para sobrevivir en un 
mundo violento.

Las conductas parentales 
inapropiadas de negligencia, 
intrusivas o controladoras 
generan altos niveles de estrés 
en el cerebro del infante, 
lesionando su arquitectura 
cerebral. 

Los niveles elevados de cortisol 
aceleran los procesos de poda 
neuronal, acelerando la 
pérdida de sinapsis y neuronas 
que quedarían disponibles en 
la arquitectura cerebral. 

La productividad y el desarrollo 
de los pueblos no es un asunto 
de economía, finanzas, tecnolo-
gía ni de educación…

El desarrollo, la salud y el 
bienestar de los pueblos es 
fundamentalmente un asunto de 
cómo se relacionan las personas y 
de cómo su cerebro se ha 
desarrollado para expresar su 
ciudadanía a través de la vida.

Para el bienestar de la sociedad 
hay que entender que el 
desarrollo requiere de otros 
elementos más importantes que 
son las que van a determinar la 
producción, cuidado y mejora 
de esas infraestructuras o 
elementos materiales.

Dr. José Miguel Angulo  / BOLIVIA, WORLD VISION

EL NUEVO PARADIGMA DE LA 
INFANCIA Y EL ROL EN LA 
CONSTRUCCIÓN DE 
SOCIEDADES PRÓSPERAS Y 
SOSTENIBLES
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Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos y 
Justicia Social. Asume las garantías 
constitucionales para la protección de 
los Derechos: normativas, políticas 
públicas, servicios, participación 
ciudadana y jurisdiccionales. 

El proceso de transición del  
Consejo Metropolitano de 
Protección de Derechos de la 
Niñez y Adolescencia de Quito 
(Compina) a Consejo de 
Protección de Derechos de Todos 
los Grupos de Atención Prioritaria y 
en Situación de Vulnerabilidad, se 

inició en 2014 a raíz de la 
expedición de la Ley de 
Consejos Nacionales para la 
Igualdad y en apego a lo que 
señala el Código Orgánico de 
Ordenamiento Territorial, 
respetando los derechos de 
niñez y adolescencia. 

En el proceso participaron 
actores de la sociedad civil en 
Quito a través de talleres con 
niños, niñas, adolescentes, 
asambleas con mujeres, población 
GLBTI, personas con discapacidad, 
en movi l idad humana, 

afroecuatorianos, indígenas, etc., 
siempre garantizando la 
especificidad de la niñez y 
adolescencia. Durante nueve 
meses se socializó a la población la 
propuesta de ordenanza para la 
creación del Sistema y subsistemas 
locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.

Desde ese mes hasta el mes 12 
sufrimos la poda de las 
neuronas de todos los fonemas, 
por ejemplo, de la lenguas que 
no utilizan sus padres. A los 12 
meses nos adaptamos al 
contexto y a la realidad 
cultural de nuestros padres. Los 
recién nacidos tienen 
capacidad de hacer 
investigaciones a través de la 
conexión con los adultos. 

Los infantes hacen una 
conexión con el cerebro de sus 
padres: casi un escaneado de 
su pensamiento para entender 
y comprender a qué mundo 
han llegado. De esta forma se 
construyen a sí mismos. 

El cerebro  de los niños y niñas 
es como una semilla que 
guarda toda la información de 
las características de lo que va 
a nacer. El cerebro regula 
cómo va a desarrollarse a 
través de la vida gracias a las 
operaciones que hace, lo que 
es diferente a las plantas. 

La planta decide a la planta 
que va hacer en base a los 
genes. En el ser humano es 
diferente porque el cerebro es 
un órgano único que se constru-
ye a sí mismo diferente a lo que 
está codificado genéticamente. 

El desarrollo de la arquitectura 
cerebral se da en los 1000 
primeros días de vida, regulando 
el desarrollo de las otras etapas. 

Durante este periodo el niño 
aprende a pensar, a relacionarse, 
a gerenciar su aprendizaje, a 
tomar sus propias decisiones y a 
manejar sus emociones. 

El desarrollo ciudadano de 
empatía y vivir en comunidad se 
dará durante estos primeros días. 

Nacemos con 100 mil millones de 
neuronas y cada una puede 
conectarse con 15 mil neuronas. 
Esta conexión dependerá de lo 
que aprendan de los adultos y los 
estímulos que tengan. Así se 
forma la arquitectura cerebral. 

El sistema básico de circuitos 
neuronales y la arquitectura 
cerebral fundamentalmente se 
forman durante los primeros mil 
días, incluyendo el período 
intrauterino.  

Durante esta etapa la familia del 
infante tiene un rol central, al 
erosionar esa arquitectura o 
proveyendo de un contexto y 
situaciones apropiadas.

La violencia doméstica reprodu-
ce otras formas de violencia y se 
experiencia desde la infancia. 

La violencia experimentada por el 
infante desde el embarazo y en los 

1000 primeros días de vida 
establece una arquitectura 
cerebral para sobrevivir en un 
mundo violento.

Las conductas parentales 
inapropiadas de negligencia, 
intrusivas o controladoras 
generan altos niveles de estrés 
en el cerebro del infante, 
lesionando su arquitectura 
cerebral. 

Los niveles elevados de cortisol 
aceleran los procesos de poda 
neuronal, acelerando la 
pérdida de sinapsis y neuronas 
que quedarían disponibles en 
la arquitectura cerebral. 

La productividad y el desarrollo 
de los pueblos no es un asunto 
de economía, finanzas, tecnolo-
gía ni de educación…

El desarrollo, la salud y el 
bienestar de los pueblos es 
fundamentalmente un asunto de 
cómo se relacionan las personas y 
de cómo su cerebro se ha 
desarrollado para expresar su 
ciudadanía a través de la vida.

Para el bienestar de la sociedad 
hay que entender que el 
desarrollo requiere de otros 
elementos más importantes que 
son las que van a determinar la 
producción, cuidado y mejora 
de esas infraestructuras o 
elementos materiales.

 “Las políticas públicas que han tenido mayor existo
 son las que han invertido en programas de atención 

a niños y niñas en su primera infancia”.
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Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos y 
Justicia Social. Asume las garantías 
constitucionales para la protección de 
los Derechos: normativas, políticas 
públicas, servicios, participación 
ciudadana y jurisdiccionales. 

El proceso de transición del  
Consejo Metropolitano de 
Protección de Derechos de la 
Niñez y Adolescencia de Quito 
(Compina) a Consejo de 
Protección de Derechos de Todos 
los Grupos de Atención Prioritaria y 
en Situación de Vulnerabilidad, se 

inició en 2014 a raíz de la 
expedición de la Ley de 
Consejos Nacionales para la 
Igualdad y en apego a lo que 
señala el Código Orgánico de 
Ordenamiento Territorial, 
respetando los derechos de 
niñez y adolescencia. 

En el proceso participaron 
actores de la sociedad civil en 
Quito a través de talleres con 
niños, niñas, adolescentes, 
asambleas con mujeres, población 
GLBTI, personas con discapacidad, 
en movi l idad humana, 

afroecuatorianos, indígenas, etc., 
siempre garantizando la 
especificidad de la niñez y 
adolescencia. Durante nueve 
meses se socializó a la población la 
propuesta de ordenanza para la 
creación del Sistema y subsistemas 
locales  para la protección de 
derechos de los grupos señalados.
 
En esta ordenanza se propone a 
nivel local la organización y funcio-
namiento de subsistemas especiali-
zados de protección para los 
grupos de atención prioritaria. 
Existen organismos generales para 
todos los grupos y otros específicos 
para cada uno, de acuerdo a sus 
particularidades. 

Entre estos organismos está el CPD 
en Quito, conformado por 12 
delegados del Estado y uno de 
cada grupo de atención prioritaria, 
incluido los protectores de los 
derechos de la naturaleza y anima-
les. Como parte del Consejo de 
Protección de Derechos constan, 
de forma paritaria,  representantes 
de los Gobiernos Autonómicos 
Descentralizados (GAD), Distrital y 
parroquial así como del Gobierno 
Central desconcentrado. En igual 
forma, constan delegados de 
sociedad civil en representación 
de los titulares de derechos de 
grupos señalados anteriormente.

La ordenanza municipal define 
al nuevo CPD de Quito con 
autonomía administrativa,  
orgánica y funcional. En este 
proceso se ha logrado sostener 
la necesidad de garantizar la 
especificad en la atención a la 
niñez y adolescencia. 

Otro aspecto relevante de la 
ordenanza es que garantiza la 
especificidad de las Juntas 
Cantonales de Protección de 
Derechos de Niñez y Adolescen-
cia, tal como manda la Constitu-
ción de la República del Ecudor, 
el Código de la Niñez y otras 
normas. No son una instancia de 
protección a los demás grupos de 
atención prioritaria. 

El proceso de transición del 
Compina a CPD de Quito 
generó mucho interés a nivel 
nacional, por lo que se propone 
socializar la experiencia en otras 
provincia. De hecho, con el 
apoyo de WV se ha conforma-
do ya una Red de Consejos de 
Protección de Derechos que 
aglutina a 21, para lograr una 
mayor incidencia a nivel local y 
recuperar en cada cantón la 
institucionalidad de niñez y 
adolescencia y fortalecernos en 
las actuales competencias.

Grupo Parlamentario 
por la Garantía de los 
Derechos de Niñas, Niños, 
Adolescentes y Jóvenes


